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Revisión de 
Decisión Judicial 
procedente del 
Departamento de 

Asuntos del 
Consumidor 
 

Caso Núm.: 
BA-2990 
 
Sobre: 

Ley 30 

 
Panel integrado por su presidenta; la Juez Lebrón Nieves, la 
Jueza Soroeta Kodesh y el Juez Rodríguez Flores 
 

Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de abril de 2021. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el señor 

William Vázquez Negrón (en adelante, la parte recurrente o señor 

Vázquez Negrón), mediante el Recurso de Revisión de Decisión 

Administrativa de epígrafe y nos solicita que revisemos la 

Resolución emitida por el Departamento de Asuntos del 

Consumidor (DACo), el 30 de diciembre de 2020, notificada y 

archivada en autos el 4 de enero de 2021. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el recurso por falta de jurisdicción, por haber sido 

presentado de forma prematura. 

I 

El caso que nos ocupa tiene su génesis el 3 de noviembre 

de 2010, cuando la Sra. Norma I. Ortiz Rodríguez (en adelante, 
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señora Ortiz Rodríguez o recurrida) presentó en el Departamento 

de Asuntos del Consumidor (en adelante el DACo o agencia 

recurrida), la querella BA0002990, en contra de Vistas del 

Molino, Inc., William Vázquez Negrón, Building Master 

Construction, Inc., José Pérez, Banco Popular de Puerto Rico 

(BPPR) y Oriental Bank.  En la misma alegó vicios de construcción 

en la residencia de nueva construcción número 315 del proyecto 

Urbanización Molinos del Río, en el Municipio de Dorado. 1 Dicha 

querella fue notificada el 21 de enero de 2010. 

El 26 de junio de 2013, luego de diversas incidencias 

procesales que no es necesario pormenorizar, la señora Ortiz 

Rodríguez y el señor Feliciano Cordero incoaron Segunda Querella 

Enmendada, en la cual alegaron que los vicios de construcción de 

la residencia eran de tal magnitud que la convertían en “ruina”. 

Así las cosas, solicitaron que se anulara el contrato de opción de 

compraventa / la escritura de compraventa suscrita entre el 

señor Feliciano Cordero y Vistas del Molino, Inc. Los querellantes 

solicitaron, además, que se anulara la escritura de hipoteca 

suscrita entre el señor Feliciano Cordero y Oriental Bank y se le 

concediera una indemnización en daños y perjuicios por 

$5,500,000.00, a raíz de las angustias mentales, el sufrimiento y 

los daños en general. 

Luego de celebradas sendas vistas en el caso, en las cuales 

desfiló el testimonio de los querellantes, algunos querellados, así 

 
1 A la fecha de la presentación de la querella ante el DACo, la señora Ortiz 

Rodríguez no era titular de la propiedad en cuestión. El titular de la residencia lo 
era el Sr. Francisco Feliciano Cordero, quien era compañero de la señora Ortiz 

Rodríguez a la fecha de la presentación de la querella y quien eventualmente, se 

unió a la querella presentada ante el DACo. Feliciano Cordero adquirió la 

residencia mediante la Escritura de Segregación, Liberación y Compraventa 

otorgada el 24 de noviembre de 2008, ante el notario Edgardo Zapata Torres. En 

la referida escritura, comparece como parte compradora Feliciano Cordero, 
soltero, y como parte vendedora, la corporación dueña y desarrolladora del 

proyecto conocida como Vistas del Molino, Inc. (en adelante la corporación), cuyos 

accionistas eran el señor William Vázquez Negrón y su esposa. 
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como de peritos estructurales, el 20 de febrero de 2020, el caso 

quedó sometido para adjudicación ante la agencia recurrida. 

El 30 de diciembre de 2020, notificada el 4 de enero de 

2021, el DACo dictó la Resolución final, en la que declaró Ha 

Lugar la Segunda Querella Enmendada, y concedió los remedios 

solicitados por la parte querellante recurrida. Consecuentemente,  

se le impuso responsabilidad en su carácter personal a la parte 

querellada recurrente y se le ordenó indemnizar solidariamente a 

los querellantes recurridos en la suma de $50,000.00 para cada 

uno, en concepto de angustias mentales y el pago de honorarios 

por temeridad, entre otras. 

En desacuerdo con lo resuelto por el DACo, el 22 de enero 

de 2021, el coquerellado Oriental Bank, incoó Moción de 

Reconsideración.   El 25 de enero de 2021, el Lcdo. Alfredo A. 

Infante Gutiérrez presentó Moción Asumiendo Representación 

Legal de Vázquez Negrón y Solicitud de Reconsideración de 

Resolución.  En esa misma fecha, el BPPR presentó su Moción de 

Reconsideración. 

Oportunamente, el 1ro de febrero de 2021, notificada ese 

mismo día, el DACo emitió Notificación y Orden.  En la misma, 

dispuso que acogía las mociones de reconsideración presentadas 

en tiempo por Oriental Bank, Banco Popular de Puerto Rico, 

Building Master Construction Corp. y William Vázquez Negrón.  

El 11 de marzo de 2021, el señor Vázquez Negrón incoó ante 

este Tribunal el recurso de Revisión de Decisión Administrativa de 

marras.  Mediante Resolución emitida el 15 de marzo de 2021, le 

concedimos término a la parte recurrida para que presentara su 

alegato en oposición.  



 
 

 
KLRA202100123 

 

4 

El 16 de marzo de 2021, compareció el DACo mediante 

escrito titulado Moción Informativa, en la cual indicó lo siguiente: 

El 30 de diciembre de 2020 el Departamento emitió 
una Resolución Administrativa, archivada en autos el 

4 de enero de 2021, donde ordenó a William Vázquez, 
en su carácter personal y como presidente de Vistas 
del Molino, Inc. junto a otros co-querellados 

responder a los señores Norma Ortiz y Francisco 
Feliciano por incumplimiento de contrato de obra y 
daños y perjuicios. 
 

Notificada la Resolución Administrativa a todas las 
partes y a los abogados de r[é]cord, el 25 de enero de 
2021, el señor Vázquez, en su carácter personal y no 
como presidente de Vistas del Molino, Inc. presentó 

una moción de reconsideración representado por 
abogado. Los demás co-querellados presentaron sus 
respectivas mociones de reconsideración en igual 

fecha, excepto Oriental Bank quien compareció 
mediante moción de reconsideración el 22 de enero 
de 2021. 
 

DACO acogió todas las mociones de reconsideración 
el 1 de febrero de 2021, no obstante, aunque notificó 
la orden acogiendo las mociones de reconsideración a 
todas las partes y a sus abogados, omitió notificar la 

misma al abogado de William Vázquez. 
 
Es por ello que el 11 de marzo de 2021, William 

Vázquez, a través de su representación Legal 
presenta este Recurso de Revisión Judicial 
cuestionando la resolución administrativa en cuanto 
a William Vázquez, y no en cuanto a William Vázquez 

como presidente de Vistas del Molino, Inc. 
 
Para la fecha en que William Vázquez presenta su 

recurso de revisión judicial, DACO ya se encuentra 
evaluando las mociones de reconsideración 
presentadas por los demás coquerellados. Estos son: 
Oriental Bank; Banco Popular de P.R. y Building 

Master Construction, Inc. 
 

En apretada síntesis, mediante el referido escrito DACo 

trajo ante nuestra atención que, acogió las mociones de 

reconsideración presentadas por los coquerellados en esta acción 

y que las mismas se encuentran pendiente de adjudicación. 

Por su parte, el 23 de marzo de 2021, Oriental Bank 

presentó ante este foro Moción de Desestimación, a la cual se unió 

el Banco Popular de Puerto Rico mediante Moción Uniéndose a 
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“Moción de Desestimación de Oriental Bank presentada el 25 de 

marzo de 2021. En ambas mociones de desestimación se hace 

referencia al trámite mediante el cual la agencia recurrida acogió 

sus respectivas mociones de reconsideración. 

Consecuentemente, solicitan que el recurso sea desestimado por 

haberse presentado el mismo de forma prematura. 

Con el beneficio de las comparecencias de las partes y de la 

agencia recurrida, estamos en posición de disponer del recurso 

ante nuestra consideración.  

II 

A 

Nuestro Tribunal Supremo ha sostenido que, "el derecho a 

cuestionar la determinación de una agencia mediante revisión 

judicial es parte del debido proceso de ley protegido por la 

Constitución de Puerto Rico". Para cumplir con ese principio, el 

artículo 4.006 (c) de la Ley de la Judicatura del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico otorga la competencia apelativa al 

Tribunal de Apelaciones para revisar las decisiones, órdenes y 

resoluciones finales de las agencias administrativas.2 (Citas 

omitidas). (Énfasis nuestro). Asoc. Condómines v. Meadows Dev., 

190 DPR 843, 847 (2014). 

En su Sección 4.2, la Ley Núm. 38 de 30 de junio de 2017, 

conocida como Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico (Ley de Procedimiento Administrativo) 

“instituye un término de treinta días para solicitar la revisión 

judicial de una decisión o resolución final de una agencia 

administrativa. Este término es de carácter jurisdiccional. 

Específicamente, la regla provee que este plazo comienza a partir 

 
2 Ley Núm. 201-2003 (4 LPRA sec. 24y(c)). 

javascript:citeSearch('190DPR843',%20'MJPR_DPR')
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de la fecha en que se archive en autos la notificación de la 

resolución o desde la fecha en que se interrumpa ese término 

mediante la oportuna presentación de una moción de 

reconsideración según dispone la Sección 3.15” de la Ley de 

Procedimiento Administrativo.3 (Citas omitidas). Id, pág. 847. 

En lo pertinente, la Sección 3.15 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo estatuye lo siguiente: 

La parte adversamente afectada por una resolución u 
orden parcial o final podrá, dentro del término de 
veinte (20) días desde la fecha de archivo en autos de 

la notificación de la resolución u orden, presentar 
una moción de reconsideración de la resolución u 
orden. La agencia dentro de los quince (15) días de 

haberse presentado dicha moción deberá 
considerarla. Si la rechazare de plano o no actuare 
dentro de los quince (15) días, el término para 
solicitar revisión comenzará a correr nuevamente 

desde que se notifique dicha denegatoria o desde que 
expiren esos quince (15) días, según sea el caso. Si se 
tomare alguna determinación en su consideración, el 
término para solicitar revisión empezará a contarse 

desde la fecha en que se archive en autos una copia 
de la notificación de la resolución de la agencia 
resolviendo definitivamente la moción de 

reconsideración. Tal resolución deberá ser emitida y 
archivada en autos dentro de los noventa (90) días 
siguientes a la radicación de la moción de 
reconsideración. Si la agencia acoge la moción de 

reconsideración pero deja de tomar alguna acción con 
relación a la moción dentro de los noventa (90) días 
de ésta haber sido radicada, perderá jurisdicción 

sobre la misma y el término para solicitar la revisión 
judicial empezará a contarse a partir de la expiración 
de dicho término de noventa (90) días salvo que la 
agencia, por justa causa y dentro de esos noventa (90) 

días, prorrogue el término para resolver por un 
período que no excederá de treinta (30) días 
adicionales. Si la fecha de archivo en autos de copia 
de la notificación de la orden o resolución es distinta 

a la del depósito en el correo de dicha notificación, el 
término se calculará a partir de la fecha del depósito 
en el correo. 

 

A su vez, la Regla 57 del Reglamento de este Tribunal4 

estatuye lo relacionado al término para presentar un recurso de 

revisión ante este foro apelativo. Dicha regla dispone lo siguiente: 

 
3 3 LPRA sec. 2165. 
4 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 57. 
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Regla 57. Término para presentar el recurso de 

revisión 

El escrito inicial de revisión deberá ser presentado 
dentro del término jurisdiccional de treinta (30) días 
contados a partir de la fecha del archivo en autos de 

la copia de la notificación de la orden o resolución 
final del organismo o agencia. Si la fecha del archivo 
en autos de copia de la notificación de la resolución u 

orden es distinta a la del depósito en el correo de 
dicha notificación el término se calculará a partir de 
la fecha del depósito en el correo. (Énfasis nuestro).  
 

A pesar de que la Ley de Procedimiento Administrativo no 

define el término “orden o resolución final”, ésta contiene una 

descripción de lo que tiene que incluir una “orden o resolución 

final”. Además, requiere incluir unas determinaciones de hecho 

y las conclusiones de derecho de la decisión y advertir del 

derecho a solicitar una reconsideración. 3 LPRA sec. 9654. De 

este lenguaje surge que el término “orden o resolución final” se 

refiere a las decisiones que ponen fin al caso ante la agencia y 

que tienen efectos sustanciales sobre las partes. Véase D. 

Fernández Quiñones, Derecho Administrativo y la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Colombia, Ed. Forum, 

1993, pág. 479. (Énfasis nuestro). J. Exam. Tec. Med. V.  Elías et. 

al., 144 DPR 483, 489-490 (1997).  

Por ende, una “orden o resolución final” tiene que ser 

aquella que pone fin a los procedimientos en un foro determinado. 

Así concluyó el Tribunal Supremo de Puerto Rico en Pueblo ex rel. 

R.S.R., 121 DPR 293 (1988). Allí, al interpretar el trámite especial 

y las definiciones contenidas en la Ley de Menores de Puerto Rico, 

nuestro Máximo Foro afirmó que una “orden o resolución final” 

tiene las características de una sentencia en el procedimiento 

judicial porque “resuelv[e] finalmente la cuestión litigiosa y de la 

[misma] puede apelarse o solicitarse revisión”. (Énfasis 

suprimido.) Id., pág. 299. También nuestra última instancia 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1988178356&pubNum=2995&originatingDoc=I612e7152850311d9bb29e962243d28b2&refType=RP&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1988178356&pubNum=2995&originatingDoc=I612e7152850311d9bb29e962243d28b2&refType=RP&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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judicial aclaró que para que una orden o resolución sea final tiene 

que resolver todas las controversias y no puede dejar pendiente 

una para ser decidida en el futuro. J. Exam. Tec. Med. V.  Elías 

et.al., supra. pág. 490. 

Nuestra última instancia judicial ha establecido que el 

derecho a una notificación adecuada concede a las partes la 

oportunidad de tomar conocimiento real de la acción tomada por 

la agencia.  Además, otorga a las personas cuyos derechos 

pudieran quedar afectados, la oportunidad para decidir si ejercen 

los remedios que la ley les reserva para impugnar la 

determinación. Asoc. Vec. Altamesa Este v. Municipio de San 

Juan, 140 DPR 24 (1996). El incumplimiento con los requisitos 

de notificación adecuada establecidos en la LPAU resulta en una 

notificación defectuosa, por lo que los términos para solicitar los 

mecanismos procesales posteriores o la revisión judicial del 

dictamen no comienzan a transcurrir. 3 LPRA sec. 9654; 

Maldonado v. Junta Planificación, 171 DPR 46 (2007). 

B 

Por otro lado, en reiteradas ocasiones el Tribunal Supremo 

de Puerto Rico ha manifestado que la jurisdicción es el poder o la 

autoridad que tiene un tribunal para considerar y decidir casos o 

controversias. Conforme a ello, en toda situación jurídica que se 

presente ante un foro adjudicativo, lo primero que se debe 

considerar es el aspecto jurisdiccional. Esto debido a que los 

tribunales tienen la responsabilidad indelegable de examinar, en 

primera instancia, su propia jurisdicción. (Citas omitidas). Ruiz 

Camilo v. Trafon Group, Inc., 200 DPR 254, 267-268 (2018). 

Así, la Alta Curia ha reafirmado que los tribunales debemos 

ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción, por lo cual, los 
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asuntos relacionados con ésta son privilegiados y se deben 

atender de manera preferente. Como es sabido, es deber 

ministerial de todo tribunal, cuestionada su jurisdicción por 

alguna de las partes o incluso cuando no haya sido planteado por 

éstas, examinar y evaluar con rigurosidad el asunto 

jurisdiccional, pues éste incide directamente sobre el poder 

mismo para adjudicar una controversia. (Citas omitidas). Ruiz 

Camilo v. Trafon Group, Inc., supra, pág. 268. 

Una de las instancias en que un tribunal carece de 

jurisdicción es cuando se presenta un recurso tardío o 

prematuro. Sobre este particular, nuestro más Alto Foro ha 

expresado que un recurso que se desestima por presentarse 

pasado el término provisto para recurrir, se conoce como un 

“recurso tardío”. Por su parte, un recurso que se ha presentado 

con relación a una determinación que está pendiente ante la 

consideración del tribunal apelado, o sea, que aún no ha sido 

finalmente resuelta, se conoce como un “recurso prematuro”. 

Sencillamente, el recurso se presentó en la Secretaría antes de 

tiempo. Yumac Home Furniture v. Caguas Lumber Yard, 194 DPR 

96, 107 (2015). 

Un recurso prematuro, al igual que uno tardío, priva de 

jurisdicción al tribunal al cual se recurre. Yumac Home Furniture 

v. Caguas Lumber Yard, supra, pág. 107. “Ello es así, puesto que 

su presentación carece de eficacia y no produce ningún 

efecto jurídico, pues en ese momento o instante en el tiempo -

punctum temporis- aún no ha nacido autoridad judicial o 

administrativa alguna para acogerlo”. (Énfasis nuestro). Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008). 
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No obstante, existe una importante diferencia en las 

consecuencias que acarrea cada una de estas desestimaciones. 

Desestimar un recurso por ser tardío priva fatalmente a la parte 

de presentarlo nuevamente, ante ese mismo foro, o ante cualquier 

otro. En cambio, la desestimación de un recurso por prematuro 

le permite a la parte que recurre volver a presentarlo, una vez el 

foro apelado resuelve lo que estaba ante su consideración.5 

Yumac Home Furniture v. Caguas Lumber Yard, supra, pág. 107. 

Por consiguiente, si un tribunal, luego de realizado el 

análisis, entiende que no tiene jurisdicción sobre un recurso, sólo 

tiene autoridad para así declararlo. De hacer dicha determinación 

de carencia de jurisdicción, el tribunal debe desestimar la 

reclamación ante sí sin entrar en sus méritos.  Lo anterior, 

basado en la premisa de que si un tribunal dicta sentencia sin 

tener jurisdicción, su decreto será jurídicamente inexistente o 

ultravires.  Cordero et al. v. ARPe et al., 187 DPR 445, 447 (2012). 

Cónsono con lo anterior, la Regla 83 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones6, confiere facultad a este Tribunal para 

a iniciativa propia o a petición de parte, desestimar un recurso de 

apelación o denegar un auto discrecional cuando este foro carece 

de jurisdicción.    

III 

 Como tribunal apelativo, en primer lugar, estamos 

obligados a examinar si tenemos jurisdicción para atender el 

recurso presentado.  Veamos. 

En el caso de marras, el DACo emitió el dictamen recurrido 

el 30 de diciembre de 2020, notificado y archivado en autos, el 4 

de enero de 2021. No hay controversia en cuanto a que las partes 

 
5 Rodríguez v. Zegarra, 150 DPR 649, 654 (2000). 
6 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83. 
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recurridas presentaron oportunamente ante el DACo sendas 

solicitudes de reconsideración.  Como dijimos, hemos advenido 

en conocimiento, tanto por la propia agencia recurrida, como por 

los querellados recurridos, que el el DACo acogió las aludidas 

mociones de reconsideración, las cuales están pendientes de 

adjudicación. 

 Conforme provee el artículo 3.15 de la LPAUG, supra, 

presentada una solicitud de reconsideración, si la agencia tomare 

alguna determinación en su consideración, el término para 

solicitar revisión empezará a contarse desde la fecha en que 

se archive en autos una copia de la notificación de la 

resolución de la agencia resolviendo definitivamente la 

moción de reconsideración. 

En vista de lo anterior, habida cuenta de que la agencia 

recurrida aun no ha dispuesto de las mociones de 

reconsideración que tiene ante sí, aún no ha comenzado a 

decursar el término para recurrir ante este Tribunal.  

Consecuentemente, el recurso fue presentado de manera 

prematura, por lo que, carecemos de jurisdicción para atender el 

mismo. 

IV 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el recurso por falta de jurisdicción, por haber sido 

presentado de forma prematura. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


